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ARTICULO DOCTRINAL

Nos proponemos en este ar-
tículo analizar el problema 
que plantea la aplicación 

del Código Técnico de la Edifica-
ción (en adelante CTE) a las edifi-
caciones amparadas en licencias 
otorgadas con anterioridad a su 
entrada en vigor pero cuya ejecu-
ción ha quedado paralizada a la 
espera de tiempos mejores.

El supuesto que se plantea es 
frecuente en municipios que han 
tenido un importante desarrollo 
urbanístico, que se ha visto frena-
do de repente como consecuencia 
de la crisis que soporta desde hace 
unos años el sector inmobiliario.

Una de las consecuencias de 
esta crisis ha sido la repentina 
paralización de las obras de ur-
banización y edificación iniciadas 
en pleno auge inmobiliario.

El paisaje que encontramos en 
estos municipios es el de terre-
nos urbanizados o a medio ur-
banizar y edificios de viviendas 
en estructura, con las entidades 
promotoras en quiebra, las jun-
tas de compensación sin capaci-
dad para actuar y las entidades 
financieras que han constituido 
garantías sobre estos inmuebles 
sin saber qué hacer.

El panorama es ciertamente de-
solador y se están planteando ya 
graves problemas de conservación 
de las obras de urbanización y edi-
ficación, de seguridad y de ornato.

Conviene recordar que con el fin 
de evitar la aplicación de esta nor-
ma técnica –se trataba de no tener 
que asumir el importante incre-
mento en los costes de ejecución 
de la edificación derivado del cum-
plimiento de las exigencias básicas 
impuestas en el CTE- los promo-
tores se apresuraron a solicitar li-
cencias inmediatamente antes de 
la entrada en vigor del Código, 
presentado los correspondientes 
proyectos técnicos.

Las edificaciones a las que se 
otorgó licencia debían iniciarse 
en el plazo máximo de tres me-
ses desde la fecha de la conce-
sión, dado que en caso contrario 
los proyectos debían adaptarse 
a las exigencias básicas del CTE, 
conforme a lo establecido en la 
disposición transitoria cuarta del 
Real Decreto 314/2006, de 17 
de marzo.

por Pedro Corvinos Baseca. Abogado

I – INTRODUCCIÓN

«La ejecución de buena par-
te de estas edificaciones que han 
quedado paralizadas se inició al 
amparo de licencias otorgadas 
con anterioridad a la entrada en 
vigor del CTE. ».



transitoria, atendiendo a la finali-
dad que se persigue con el régi-
men transitorio del RD 314/2006, 
permitiría concluir que la exigencia 
de adaptar los proyectos al CTE es 
aplicable también en aquellos su-
puestos como el que aquí se plan-
tea, en los que la ejecución de las 
obras de edificación han estado 
paralizadas durante un tiempo.

III - ADMINISTRACIÓN COMPE-
TENTE PARA CONTROLAR LA 
APLICACIÓN DEL CÓDIGO TÉC-
NICO DE LA EDIFICACIÓN

Lo cierto es que no queda claro 
a qué Administración corresponde 
con carácter general controlar el 
cumplimiento del CTE. Prueba de 
ello es que el artículo 6.2 del CTE, 
que regula el control de los proyec-

tos, no dice nada acerca de quien 
es el competente para verificar el 
cumplimiento del CTE.

El CTE no atribuye expresamen-
te a los Municipios la competencia 
para controlar el cumplimiento de 
la reglamentación técnica conte-
nida en el citado Código. Por otra 
parte, las leyes autonómicas en 
materia de urbanismo por regla ge-
neral limitan el alcance del control 
municipal a través de las licencias 
urbanísticas. En principio, mediante 
la licencia urbanística se comprue-
ba que el proyecto presentado se 
ajusta al ordenamiento urbanístico. 

Quedan, por tanto, al margen 
de este control urbanístico la com-
probación de que los proyectos 
cumplen la reglamentación técni-
ca contenida en el CTE y en otras 
disposiciones. Llegar a otra conclu-
sión supondría trasladar a los Muni-
cipios una responsabilidad en rela-
ción con materias que exceden con 
mucho de su ámbito competencial 
y de los medios de que disponen 
para poder realizar este control con 
garantías. 
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«Si se llegase a la conclusión de 
que es exigible en estos supuestos 
la adaptación de los proyectos al 
CTE, la siguiente cuestión que es 
preciso plantearse es a quién co-
rresponde exigir la adaptación.»

Así las cosas, se iniciaron un buen 
número de edificaciones que pos-
teriormente, como ha quedado 
expuesto, quedaron paralizadas y 
así permanecen en este momento. 
Son edificaciones en construcción 
que llevan paralizadas varios años 
y que están amparadas en licencias 
concedidas con anterioridad a la 
entrada en vigor del CTE.

En algunos casos, se pretende 
continuar con la construcción de 
estas edificaciones, después del 
tiempo que llevan paralizadas. En 
estos supuestos se plantea la cues-
tión de si los proyectos a los que 
se otorgó en su día licencia deben 
adaptarse a las exigencias del CTE. 

Y si se llega a la conclusión de 
que es necesario adaptar estos 
proyectos al CTE, hay que pre-
guntarse a quién corresponde exi-
gir la adaptación y cómo hacerlo.

II - APLICACIÓN DEL CODIGO 
TÉCNICO DE LA EDIFICACIÓN 
A LAS EDIFICACIONES AMPA-
RADAS EN LICENCIAS OTOR-
GADAS CON ANTERIORIDAD A 
LA ENTRADA EN VIGOR DE LA 
CITADA NORMA CUYA EJECU-
CIÓN HA QUEDADO PARALIZA-
DA

Como ha quedado expuesto, 
la disposición transitoria cuarta 
del  RD 314/2006, sólo impone el 
deber de adaptar a las exigencias 
del CTE aquellos proyectos a los 
que se otorgaron licencia cuan-
do las obras no se iniciaron en el 
plazo máximo de tres meses. Una 
interpretación literal de esta dis-
posición llevaría a concluir que no 
es necesario adaptar los proyectos 
amparados en una licencia, cuando 
la edificación se hubiese iniciado 
en el plazo establecido aun cuando 
la ejecución de las obras se hubie-
se paralizado por diversas circuns-
tancias durante un tiempo.

Ahora bien, una interpretación 
teleológica de esta disposición 



Esta facultad la tiene atribuida en 
exclusiva el órgano municipal que 
otorgó la licencia y podrá ejercitar-
se en las condiciones legalmente 
establecidas, que han sido precisa-
das por la jurisprudencia.

El Tribunal Supremo ha venido 
manteniendo que el instituto de 
la caducidad de las licencias ha de 
acogerse con cautela, aplicándolo 
con una moderación acorde con su 
naturaleza y fines y con un sentido 
estricto e incluso con un riguroso 
criterio restrictivo. Para su decla-
ración no basta, pues, la simple in-
actividad del titular, sino que será 
precisa una ponderada valoración 
de los hechos, ya que no puede 
producirse a espaldas de las cir-
cunstancias concurrentes y de la 
forma en que los acontecimientos 
sucedan.

Esta concepción del instituto 
de la caducidad permite que los 
Municipios analicen las distintas 
situaciones en que se encuentran 
las edificaciones iniciadas pero pa-
ralizadas, para determinar en cada 

Parece más razonable, como 
hace algún autor, considerar que 
los Municipios, en relación con la 
aplicación del CTE, deben limi-
tarse a realizar un control formal 
documental del proyecto presen-
tado para obtener la licencia de 
obras, advirtiendo a las Adminis-
traciones competentes –Adminis-
tración General del Estado y Admi-
nistración autonómica- cualquier 
incidencia que detectasen.

Así pues, es preciso plantearse 
si los Municipios en el ejercicio de 
esa función de control formal de la 
documentación, pueden exigir a la 
entidad promotora la adaptación 
del proyecto al que se otorgó li-
cencia para dar cumplimiento a las 
exigencias impuestas en el CTE en 
relación con aquellas edificaciones 
que están o han estado paraliza-
das durante bastante tiempo. 

En íntima relación con esta cues-
tión hay que plantearse también 
de qué forma puede exigirse la 
adaptación de un proyecto al que 
se ha otorgado licencia por estar 
paralizada la ejecución de las obras 
durante un tiempo.

IV - LA DECLARACIÓN DE CADU-
CIDAD DE LA LICENCIA COMO 
MEDIO PARA EXIGIR EL CUMPLI-
MIENTO DEL CÓDIGO TÉCNICO 
DE LA EDIFICACIÓN
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«Un medio para poder exigir la 
adaptación del proyecto a las exi-
gencias del CTE por estar parali-
zada la ejecución de las obras du-
rante un tiempo, es la declaración 
de caducidad de la licencia. ».

caso si es o no oportuno declarar la 
caducidad de las licencias otorga-
das con el fin de exigir el cumpli-
miento del CTE. 

Es aconsejable declarar la cadu-
cidad de las licencias cuando las 
obras de edificación o no se han 
iniciado o iniciadas se han para-
lizado en una fase incipiente. En 
este caso, una vez declarada la 
caducidad, previo trámite de au-
diencia, deberá ordenarse el de-
rribo de lo construido por razones 
de seguridad y ornato público. 

Si el edificio se encuentra en un 
estado avanzado de construcción 
pero quedando una parte impor-
tante para su finalización, lo más 
oportuno es declarar la caduci-
dad de la licencia y ordenar la 
conservación de lo construido en 
adecuadas condiciones de segu-
ridad y ornato. Cuando se quie-
ra reanudar la construcción de la 
edificación deberá solicitarse una 
nueva licencia acompañada de un 
proyecto ajustado al CTE.

Por el contrario, no parece 
aconsejable declarar la caducidad 
cuando las edificaciones se ha-
yan paralizado en un estado muy 
avanzado de construcción. En es-
tos casos habrá que plantearse or-
denar al propietario la realización 
de obras de mejora, que incluirán 



que se cumplan todos o algunos 
de los requisitos básicos relacio-
nados en la Ley 38/1999, de 5 de 
noviembre, de Ordenación de la 
Edificación y en el Real Decreto 
314/2006, de 17 de marzo, por 
el que se aprueba el Código Téc-
nico de la Edificación”.

El límite de este deber de mejora 
se equipara con el límite del deber 
de conservación establecido en 
las distintas leyes autonómicas en 
materia de urbanismo. Se estable-
ce en el artículo 111 de la Ley de 
Economía Sostenible que las Ad-
ministraciones competentes pue-
den ordenar, en la forma, en los 
términos y plazos que establezca 
la legislación aplicable –hay que 
interpretar que se hace referencia 
a la legislación urbanística-, la rea-
lización de obras de mejora hasta 

el importe máximo del deber legal, 
se entiende que de conservación.

El medio para exigir estas 
obras de mejora es la orden de 
ejecución que deberá adoptar la 
“Administración competente”, 
sin que ni en la Ley de Economía 
Sostenible ni en el RDL 8/2011, de 
1 de julio se determine cuál es esta 
Administración. 

Así las cosas, tras la entrada en 
vigor de la Ley de Economía Sos-
tenible y del RDL 8/2011, de 1 de 
julio, la Administración compe-
tente –que normalmente será la 
municipal- puede imponer a los 
propietarios de las edificaciones el 
cumplimiento de todas o algunas 
de las exigencias establecidas en el 
CTE, con el limite establecido para 
el deber legal de conservación.

De manera que si los propieta-
rios –o comunidades de propie-
tarios- de edificios construidos 
con anterioridad a la entrada en 
vigor de RD 314/2006, de 17 de 
marzo, tienen el deber legal de 
realizar obras de mejora consis-
tentes en el cumplimiento de las 
exigencias del CTE, con el límite 
señalado, con mayor razón debe-
rán cumplir estas exigencias los 

propietarios de edi-
ficios iniciados con 
posterioridad a la 
entrada en vigor de 
la citada disposición 
normativa pero al 
amparo de licencias 
solicitadas con ante-
rioridad, paralizadas 
y en un estado muy 
avanzado de cons-
trucción.

Como ha quedado expuesto en 
el apartado anterior, en estos ca-
sos no es conveniente declarar la 
caducidad de la licencia. Lo que 
procede es ordenar al propieta-
rio la realización de las obras de 
mejora necesarias para acabar el 
edificio, cumpliendo las exigen-
cias del CTE con el límite del de-
ber de conservación.

Dicho esto, hay que tener pre-
sentes los problemas que puede 
plantear, no ya el dictar las órdenes 
para el cumplimiento del deber de 
mejora, sino el tener que ejecutar 
subsidiariamente estas órdenes en 
caso de incumplimiento. No hay 
que olvidar que muchos de estos 
edificios pertenecen a entidades 

el cumplimiento de las exigencias 
del CTE, en la forma que se verá 
en el apartado siguiente.

V - IMPOSICIÓN DE OBRAS DE 
MEJORA PARA CUMPLIR LOS 
REQUISITOS DEL CODIGO TEC-
NICO DE LA EDIFICACIÓN ME-
DIANTE ÓRDENES DE EJECU-
CIÓN

La reciente aprobación de la Ley 
de Economía Sostenible y del RDL 
8/2011, de 1 de julio, de medidas 
de apoyo a los deudores hipoteca-
rios, de control del gasto público y 
cancelación de deudas con empre-
sas y autónomos contraídas por las 
entidades locales, de fomento de 
la actividad empresarial e impulso 
de la rehabilitación y de simplifi-
cación administrativa, abre nuevas 
posibilidades para exigir el cum-
plimiento del CTE en 
edificaciones que se 
encuentran en todo 
tipo de situaciones. 

El artículo 111 de la 
Ley de Economía Sos-
tenible y los artícu-
los 17 y 18 de la RDL 
8/2011, de 1 de julio, 
imponen a los propie-
tarios de los edificios 
y a las comunidades 
de propietarios el deber de mejo-
ra que incluye entre otras cosas el 
cumplimiento de las exigencias im-
puestas en el CTE.

El artículo 17.1.b) del RDL 8/2011, 
de 1 de julio incluye entre las ac-
tuaciones de mejora “…las que se 
realicen por motivos turísticos o 
culturales o, en general, por mo-
tivos de calidad y sostenibilidad 
del medio urbano, cuando los in-
muebles formen parte de un plan, 
programa o instrumento legal de 
rehabilitación previamente aproba-
do, y cuyo fin sea garantizar la se-
guridad, salubridad, accesibilidad, 
reducción de emisiones e inmisio-
nes contaminantes de todo tipo y 
de agua y energía, y, en particular, 
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«Hay que entender que es com-
petente para imponer mediante 
una orden de ejecución el deber 
de mejora la misma Administra-
ción que lo es para imponer el de-
ber de conservación, que suele ser 
el Municipio.».



de reclamar el adquirente de una 
vivienda que empezó a ejecutarse 
al amparo de una licencia otorga-
da antes de la entrada en vigor del 
CTE, paralizada durante bastante 
tiempo y acabada ajustándose al 
proyecto inicial que no cumplía las 
exigencias de esta norma técnica.

En unos casos habrá que decla-
rar la caducidad de las licencias 
y ordenar el derribo de lo cons-
truido por razones de seguridad 
y ornato. En otros casos, habrá 
que declarar la caducidad de las 
licencias y ordenar la conserva-
ción de lo construido en adecua-
das condiciones de seguridad y 
ornato, exigiendo el cumplimien-
to del CTE cuando para reanudar 
las obras se solicite una nueva 
licencia. Y por último, procederá 
ordenar a los propietarios de los 
edificios la ejecución de obras de 
mejora para acabar el edificio, 
cumpliendo las exigencias del 
CTE, cuando se encuentren en un 
estado muy avanzado de cons-
trucción.   
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no se haya tramitado el oportuno 
expediente al efecto». 

Considerando acreditado el 
daño derivado de la pérdida de in-
gresos como consecuencia de que 
el negocio tuvo que cerrar, tam-
bién declara la responsabilidad 
patrimonial del Ayuntamiento 
por los daños y perjuicios sufri-
dos por el actor.

STSJ de Castilla y León, Sala de lo Contencioso-
Administrativo, de 28 de noviembre de 2011.
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E n el presente caso, el actor 
pretende que se deje sin 
efecto la sentencia recu-

rrida, se le reconozca el derecho a 
obtener el cambio del nombre en 
la licencia municipal de bar, y se de-
clare al Ayuntamiento demandado 
responsable de los daños y perjui-
cios sufridos por no habérsele reco-
nocido tal derecho. Efectivamente, 
se acordó la revocación de la sen-
tencia de instancia, considerando 
incorrecta la fundamentación que 
en ella se hacía para justificar las 
exigencias de la Administración 
para poder atender el cambio 
de titularidad de la licencia. Se 

acompaña asimismo una amplia re-
ferencia a la constante jurispruden-
cia existente sobre la transmisión 
de las licencias de apertura, la cual 
viene a decir que «en la medida en 
que la licencia de la que estamos 
hablando es de carácter objetivo, 
la transmisión opera de manera au-
tomática, en tanto en cuanto sub-
sistan y no se hayan alterado, las 
condiciones que determinaron el 
otorgamiento de la misma, sin per-
juicio de las potestades de la Ad-
ministración para verificar que ello 
es así y sin que las mismas puedan 
servir para denegar la transmisión 
de la licencia, en tanto en cuanto 

promotoras en situación concursal 
y hay constituidos sobre ellos va-
rias hipotecas en garantía de los 
créditos concedidos. En esta si-
tuación resultará difícil que la Ad-
ministración actuante recupere las 
cantidades destinadas a las obras 
de mejora.

La situación es distinta si los edifi-
cios en construcción pero casi aca-
bados pertenecen a una entidad 
financiera o alguna de las socie-
dades constituidas por éstas para 
gestionar el patrimonio inmobilia-
rio. En estos casos sí que es facti-
ble ordenar la ejecución de obras 
de mejora para acabar el edificio, 
cumpliendo las exigencias del CTE.

VI - CONCLUSIÓN

Las Administraciones públicas, 
en particular los Municipios, tie-
nen que afrontar los problemas de 
todo tipo que plantea la paraliza-
ción de edificios en construcción 
que se están ejecutando al am-
paro de licencias otorgadas con 

anterioridad a la entrada en vigor 
del Real Decreto 314/2006, de 17 
de marzo.

En muchos municipios, como ha 
quedado expuesto, estos edificios 
cuya construcción está paralizada 
están planteando problemas de se-
guridad y de ornato público. Y se 
plantea el problema de la exigencia 
de cumplimiento del CTE. Todo ello 
es un contexto económico que difi-
culta la continuación de las obras 
hasta su finalización y la acción de 
las Administraciones públicas.

Piénsese, por ejemplo, en la res-
ponsabilidad patrimonial que pue-

«No obstante, los Ayuntamientos 
deben buscar soluciones y actuar 
con cautela pero también con 
decisión ante situaciones como 
las que aquí se describen, habida 
cuenta que su inactividad puede 
dar lugar a responsabilidades 
patrimoniales. ».



Por lo tanto, debe de reputarse 
que en este tipo de instalaciones 
forman parte de la base impo-
nible del Impuesto sobre Cons-
trucciones, Instalaciones y Obras 
no sólo las obras necesarias para 
poder llevar a cabo la instalación 
(obra civil), sino también el con-
junto de todos los elementos que 
se incorporan a la instalación y 
que son esenciales para convertir 
la energía solar en energía eléctri-
ca, aunque sean fabricados por ter-
ceras personas, como son las placas 
solares o los aerogeneradores que 
por separado no tienen significa-
ción propia, así como la maquinaria 
integrada en la instalación.

reserva de ley, y si la reserva ha 
de operar necesariamente a través 
del legislador estatal, sólo la ley 
estatal está llamada a cumplir este 
requisito y no una ley autonómica 
como es la Ley del patrimonio cul-
tural catalán.
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E n virtud de esta cuestión 
de inconstitucionalidad 
núm. 2622/1999, se decla-

ra inconstitucional el inciso se-
gundo del artículo 59.2 de la Ley 
9/1993, de 30 de septiembre, del 

E n la presente sentencia, el 
Tribunal Supremo, en re-
lación con los elementos 

que integran la base imponible del 
Impuesto municipal sobre Constru-
ciones, Instalaciones y Obras, en el 
caso de instalaciones de parques 
eólicos, recuerda la doctrina legal 
que sentó en la sentencia de 14 de 
mayo de 2010 (rec. núm. 22/2009), 
en el sentido de que «forma parte 
de la base imponible del Impuesto 
sobre Construcciones, Instalaciones 
y Obras, regulado en el Texto Re-
fundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 2/2004, de 
5 de marzo, en el supuesto de insta-
lación de parques eólicos  el coste 
de todos los elementos necesarios 
para la captación de la energía que 
figuren en el proyecto para el que 
se solicita la licencia de obras y ca-
rezcan de singularidad o identidad 
propia respecto de la construcción 

patrimonio cultural catalán, por 
vulneración del orden constitucio-
nal de distribución de competen-
cias. Dicho artículo estableció una 
exención en el Impuesto sobre 
Construcciones, Instalaciones y 
Obras, aplicable a las obras que 
tengan por finalidad la conserva-
ción, la mejora o la rehabilitación 
de monumentos declarados de 
interés nacional pero, como se ex-
plica, las exenciones son uno de 
los elementos fundamentales del 
tributo sometidos al principio de 

realizada”. Dada la identidad de ra-
zón existente entre los parques eó-
licos y las plantas de energía solar, 
en cuanto que en ambos casos se 
trata de instalaciones de produc-
ción de energía, procede extender 
dicha la doctrina a las instalacio-
nes fotovoltaicas. 



2000); por el contrario, tendría que 
ser la entidad local que niega esa 
información la que debiera probar 
o acreditar que la finalidad que 
persigue el edil es otra distinta de 
las propias de su función (STS de 
12 de noviembre del 2000). Ya se 
comprende que se puede cumpli-
mentar el derecho a la información 
de forma verbal, pero lo normal 
es que sea escrita, bien mediante 
la respuesta concreta a lo que se 
pide, o bien mediante la entrega 
de los documentos concretos y 
precisos que se solicitan de forma 
ponderada y no abusiva (STS de 8 
de noviembre de 1988 y 9 de febre-
ro de 2005)».

Pero en este caso se trata de un 
parte significativa del monte que 
no ha perdido las características 
por las que fue catalogado, ni 
tampoco su naturaleza forestal 
por el hecho de que en él se realicen 
aprovechamientos agrícolas, por lo 
que el recurso es desestimado. 

7

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo, de 20 de octubre de 2011. 

STSJ de Galicia, Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo, de 26 de mayo de 2011.
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Acceda a la Sentencia en:

http://www.espublico.com/juris-
prudencia/visualizar_sentencia.
asp?idsentencia=14612

Acceda a la Sentencia en:

http://www.espublico.com/juris-
prudencia/visualizar_sentencia.
asp?idsentencia=14620

E ste recurso de casación nº 
4745/2008, lo interpone 
la Junta Vecinal Lamadrid 

contra la sentencia dictada por la 
Sala de lo Contencioso- Adminis-
trativo del Tribunal Superior de 
Justicia de Cantabria de 29 de julio 
de 2008, en la que se desestima el 
recurso contencioso administrati-
vo interpuesto por la mencionada 
Junta Vecinal contra la resolución 
de la Dirección General de Montes 
de 5 de septiembre de 2006 dene-
gatoria de la solicitud de incoación 
de expediente previsto en el artí-

U n Concejal del Ayunta-
miento presentó en distin-
tos escritos solicitudes al 

Alcalde para que se le entregaran 
determinados certificados o docu-
mentos sobre actuaciones munici-
pales, y al no haber recibido res-
puesta alguna, presentó un recurso 
jurisdiccional por la vía de vulnera-
ción de derechos fundamentales. 

Ni el derecho a acceder a los an-
tecedentes y datos que obren en los 
archivos municipales ni el de recibir 
información son absolutos, pues 
ambos se sujetan a la condición de 
que sea precisa para el desarrollo 
de su función, tal y como ponen de 
manifiesto los artículos 77 LBRL y 
14 del ROF; en ambos casos si no 
se responde en plazo el silencio es 
positivo, efecto en la práctica inútil 
si no se facilita de forma expresa lo 
solicitado, en cuyo caso podría ac-
cionarse por la vía que permite el 
artículo 29.2 de la LRJCA. 

culo 16.4 y concordantes de la Ley 
43/2003, de 21 de noviembre, a fin 
de llegar a la descatalogación de 
una parte de un monte cataloga-
do de utilidad pública. 

Como recoge la sentencia «son 
tres los requisitos que han de dar-
se para que proceda la descatalo-
gación: que se trate de una parte 
de monte no significativa; que su-
ponga una mejor definición de la 
superficie del monte o una mejora 
para su gestión y conservación; y 
que haya perdido las característi-
cas por las que fue catalogado». 

Como establece textualmente la 
presente sentencia en su Funda-
mento Tercero, «el alcance de lo 
que debe entenderse como “in-
formación necesaria para el ejer-
cicio de la función” se manifiesta 
en una amplia gama de asuntos ta-
les como el derecho a fiscalizar las 
actuaciones municipales, o a con-
trolar, analizar, estudiar o recibir in-
formación de los antecedentes que 
resulten necesarios para realizar la 
función representativa municipal y 
que obren en los archivos, sin que 
sea necesario que el concejal 
tenga que justificar motivos es-
pecíficos para recabar esa infor-
mación (STS de 5 de noviembre de 
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A) NORMATIVA ESTATAL

• Orden EHA/3479/2011, de 19 
de diciembre, por la que se publi-
can los límites de los distintos ti-
pos de contratos a efectos de la 
contratación del sector público 
a partir del 1 de enero de 2012 
(BOE núm. 308, de 23 de diciem-
bre) (entró en vigor el 23/12/2011). 
Tiene por objeto la incorporación 
a la legislación española de los lí-
mites fijados, a partir del 1 de ene-
ro de 2012, por la Comisión Euro-
pea en relación a los umbrales a 
efectos de la aplicación de los pro-
cedimientos de contratación, así 
como señalar las cifras que deben 
figurar en los respectivos precep-
tos del Texto Refundido de la Ley 
de Contratos del Sector Público, 
de la Ley sobre procedimientos de 
contratación en los sectores del 
agua, la energía, los transportes y 
los servicios postales, así como de 
la Ley de contratos del sector pú-
blico en los ámbitos de la defensa 
y de la seguridad.

http://www.espublico.com/le-
g i s l a c i o n / v i s u a l i z a r _ n o r m a .
asp?id=o3479-2011-eha&version=0

B) NORMATIVA
AUTONÓMICA

1) Andalucía

• Ley 8/2011, de 5 de diciembre, 
relativa a la modificación de la 
Ley 5/1988, de 17 de octubre, de 
Iniciativa Legislativa Popular y de 
los Ayuntamientos (BOJA núm. 
244, de 15 de diciembre) (entra en 
vigor el 4/1/2012). 

Como se ha indicado, modifica 
la Ley 5/1988, de 17 de octubre 
http://www.espublico.com/legisla-
cion/visualizar_norma.asp?id=an-
l5-1988&version=2.

Tiene por objeto profundizar en 
los mecanismos de participación 
de los ciudadanos en las tareas le-
gislativas. Con esta intención:

-	 Se produce una rebaja sustancial 
en el número de firmas necesarias 
para la tramitación de la iniciativa 
y del número de ayuntamientos 
que pueden promoverla.

-	 Se posibilita el establecimiento 
de un sistema de firma electróni-
ca, para facilitar el procedimiento 
de recogida de firmas necesarias 
para la presentación de una ini-
ciativa legislativa popular.

2) Aragón

• Decreto 400/2011, de 21 de di-
ciembre, del Gobierno de Aragón, 
por el que se regula el procedi-
miento administrativo a seguir en 
relación con los precios de los ser-
vicios públicos municipales que 
deben ser objeto de la interven-
ción por parte de la Comunidad 
Autónoma de Aragón. (BOA núm. 
250, de 22 de diciembre) (entró en 
vigor el 22/12/2011). La norma tiene 
por objeto la regulación del proce-
dimiento administrativo a seguir en 
relación con los precios de los ser-

vicios públicos municipales sujetos 
a la intervención por parte de la 
Comunidad Autónoma de Aragón, 
concretamente en la aprobación 
inicial o modificación de las tarifas 
adoptadas por los municipios u 
otras entidades locales. 

Esta intervención por parte de la 
Comunidad se realizará a través de 
la emisión de un informe precepti-
vo por los órganos competentes en 
las materias sustantivas objeto de 
tarifa por los municipios u otras en-
tidades locales.

http://www.espublico.com/legisla-
cion/visualizar_norma.asp?id=ar-
d400-2011&version=0

3) Cataluña

• INT/358/2011, de 19 de diciem-
bre, por la que se regulan los 
horarios de los establecimientos 
abiertos al público, de los es-
pectáculos públicos y de las ac-
tividades recreativas sometidos 
a la Ley 11/2009, de 6 de julio, 
de regulación administrativa de 
los espectáculos públicos y de 
las actividades recreativas, y a su 
Reglamento (DOGC núm. 6030, de 



des de acción voluntaria organi-
zadas por la Administración local 
para el desarrollo de programas 
concretos.

-	 La regulación de las relaciones 
que, con respecto a dichas acti-
vidades, pudieran establecerse 
entre las personas voluntarias, las 
entidades de acción voluntaria y 
las personas destinatarias de la 
acción voluntaria y las administra-
ciones públicas de Galicia.

http://www.espublico.com/legisla-
cion/visualizar_norma.asp?id=ga-
l10-2011&version=0 

5) País Vasco

• Norma Foral 4/2011, de 19 de 
diciembre, reguladora de los re-
gistros de actividades y de bie-
nes y de intereses en el ámbito 
del sector público foral del Te-
rritorio Histórico de Guipuzkoa 
(B.O. de Guipuzkoa núm. 243, de 
26 de diciembre) (entró en vigor 
el 27/12/2011). El objetivo de la 
norma consiste en responder con 
mayor eficacia a las demandas de 
transparencia en el desempeño de 
los cargos públicos. Con este fin, 
se crean y regulan dos registros di-
ferentes: Uno para el depósito de 
las declaraciones de actividades, y 
otro para el depósito de las decla-
raciones de bienes y de intereses, 
con el contenido que se determina 
en esta Norma Foral.

http://www.espublico.com/legisla-
cion/visualizar_norma.asp?id=dfg-
nf4-2011&version=0
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22 de diciembre) (entró en vigor el 
23/12/2011). Comporta la deroga-
ción de la Orden IRP/181/2007, de 
30 de mayo, por la que se determi-
nan los horarios máximos de deter-
minados establecimientos públicos 
destinados a espectáculos públicos 
y/o actividades recreativas someti-
dos a la Ley 10/1990, de 15 de ju-
nio, sobre policía del espectáculo, 
las actividades recreativas y los es-
tablecimientos públicos, y quedan 
sin efecto las disposiciones transi-
torias novena y décima citadas del 
Decreto 112/2010, de 31 de agosto.

Esta Orden tiene por objeto 
adaptar los horarios tanto a la Ley 
como a su Reglamento de desarro-
llo. En concreto, entre otras medi-
das:

-	 Establece las ampliaciones auto-
máticas del horario general para 
determinados periodos de vaca-
ciones y para específicas festivi-
dades.

-	 Determina competencia de los 
alcaldes, dentro de los respecti-
vos términos municipales, para 
establecer excepcionalmente re-
ducciones del horario de manera 
motivada por razones de seguri-
dad y en el caso de que se causen 
molestias en la vecindad.

-	 Prevé la posibilidad de autorizar 
ampliaciones excepcionales de 
horarios de cierre, como también 
horarios específicos para deter-
minados establecimientos.

-	 Fija la aplicación del silencio ad-
ministrativo de carácter positivo 
en supuestos de falta de resolu-
ción expresa por parte de la di-

rección general competente en 
materia de espectáculos públicos 
y actividades recreativas.

http://www.espublico.com/legisla-
cion/visualizar_norma.asp?id=ca-
o358-2011-int&version=0

4) Galicia

• Ley 10/2011, de 28 de noviem-
bre, de Acción Voluntaria (DOG 
núm. 242, de 21 de diciembre) (en-
tró en vigor el 22/12/2011). Por lo 
que aquí interesa, esta norma será 
de aplicación a las actuaciones de 
acción voluntaria realizadas por la 
Administración local que desarrolle 
programas de interés general en el 
ámbito de sus competencias.

Entre otros, son fines de la pre-
sente Ley:

-	 La ordenación y fomento de la 
participación solidaria y altruista 
de la ciudadanía en las activida-


